
\ 

J 

PODER JUDICIAL 

CORTE SUPREMA 

DE JUSTICIA 

DE LA REPÚBLICA 

SALA PENAL TRANSITORIA 

R. N. N." 2740-2013 

JUNÍN 

Revocación de la pena suspendida. Requisitos 

Sumilla. La Sala. al revocar la condicionalidad 
de la pena impuesta, sólo se guió <le lo que la 
impu1ada anotó en sus generales de ley. lo que 
fluye del certificado de antecedentes judiciales y 
en la hoja carcelaria. piezas que no indican la 
fecha de la sentencia ni las demás penas 
impuestas. pues el tipo legal de tráfico ilícito de 
drogas, tiene penas principales de multa y. en s11 
caso. de inhabilitación. 

Lima, dieciséis de mayo de dos mil catorce.-

VISTOS: los recursos de nulidad 
interpuestos por MtRTHA ANYOSA SALAS y por la Procuraduría Pública 
Especializada en Tráfico Ilícito de Drogas contra la sentencia conformada de 
fojas seiscientos treinta y ocho, del dieciocho de julio de dos mil trece, en 
cuanto (i) declaró improcedente la desvinculación del tipo penal previsto en 
el segundo párrafo del attículo 296º del Código Penal por el del artículo 
297º numeral 6 del Código Penal, (ii) impuso como pena privativa de 
libertad cinco años y revocó la condicionalidad de la pena impuesta en otro 
proceso, y (iii) fijó dos mil nuevos soles por concepto de reparación civil. 
lnterviene como ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO.

FUNDAMENTOS 

PRIMERO. Que la encausada Anyosa Salas en su recurso formalizado de 
fojas seiscientos sesenta y nueve insta la disminución de la pena impuesta 
porque se acogió a la conformidad procesal y no se tomó cuenta su confesión 
sincera. Asimismo. considera que se debió absolver por atipicidad porque los 
presupuestos fácticos concurrentes son los del primer párrafo del artículo 
296º del Código Penal y no los del segundo pátTafo. Por úllimo, pide se deje 
sin efecto la revocatoria de la condicio11alidad <le la pena porque no se tuvo a 
la vista la sentencia en cuestión. 

SEGUNDO. Que la Procuraduría Pública en su recurso formalizado de fojas 
s iscientos ochenta y uno insta la anulación de la confonnidad procesal. el 
ca1 bio del tipo legal y el aumento del monto de la reparación civil. Aduce 

µe � confonnidad procesal se realizó con posterio1idad al
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oral; que no medió pronunciamiento acerca del pedido de desvinculación; y 
que la reparación civil se aumente a seis mil nuevos soles. 

TERCERO. Que la sentencia de instancia declaró probado que el día quince de 
abril de dos mil doce la policía de Satipo, con la Fiscalía, realizó una 
operación de interdicción de micro comercialización de drogas. Primero, 
advirtieron que del inmueble de la encausada Anyosa Salas la persona de 
Osear Huarancca Peña adquirió marihuana y al intervenírsele expresó que, 
en efecto, en ese predio lo había comprado. Segundo, la policía y el Fiscal 
incursionaron en ese domicilio donde se encontró a la sentenciada Quispe 
Ramos de Vega, quien permitió el acceso a la vivienda, y a la encausada 
Anyosa Salas, la cual estaba sentada en una silla frente a una mesa de 
madera agarrando una cuchara de metal pequeña y llenando un recorte de 
papel periódico con Pasta Básica de Cocaína. Tercero, al realizarle el 
registro domiciliario encontraron ochenta y dos envoltorios tipo ketes, cuatro 
bolsas de plástico con cincuenta ketes de pasta básica de cocaína cada una, 
dos bolsas de plástico con dicha droga y una bolsa de plástico negra con 
marihuana, todo con un peso neto de cero punto quinientos treinta y seis 
kilos de pasta básica de cocaína y noventa y cuatro gramos de marihuana. 
Cuarto, que la droga incautada había sido adquirida por la encausada 
Anyosa Salas y el sentenciado Linder Daniel Huaroc Quispe para su 
empaquetamiento y su ulterior comercialización en el propio inmueble 
intervenido. 

CUARTO. Que en atención al monto de la droga incautada: un peso neto de 
uno punto ciento veintitrés kilos de pasta básica de cocaína y noventa y 
cuatro gramos de marihuana. y el tipo legal invocado -más beneficioso que 

V 
el invocado por la propia encausada en su impugnación- la pena mínima es 
no menor de seis años de privación de libertad, sin perjuicio de la multa 

1 
impuesta. Como se le ha aplicado cinco años de pena privativa de libertad y 
se benefició con la atenuación excepcional por conformidad procesal 
(Acuerdo Plenario número cinco - dos mil ocho diagonal CJ guión ciento 
dieciséis), la pena final, asumiendo la pena minima, debió ser de cinco años 
y dos meses: mayor que la pena impuesta. No cabe, por cierto, la confesión 
sincera porque fue capturada en flagrancia delictiva, de suerte que su 

,,, admisión en modo alguno facilitó el esclarecimiento de los hechos. 
D otro lado, el tipo legal invocado es el de posesión de drogas para su 

rior comercialización: se estaba preparando la droga para adaptarla a 
�s al por menor. No es pues de aplicación el primer párrafo del artículo 

,¡ 
296° ele! Código Penal, caso en el que ni siquiera cabría la absolución sino la 

, adecuación respectiva sin mengua de los principios acusat9rio y)de 
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contradicción: el suceso histórico no ha cambiado. sería una mera corrección 
de un simple error de tipificación, que es lo que se denomina "'dctermtnación 
alternativa''. 

QUINTO. Que el Tribunal Superior revocó la condicionalidad de la pena 
impuesta en una sentencia anterior a la encausada Anyosa Salas. Sin 
embargo, sólo se guió de lo que anotó en sus generales de ley en el acto oral 
y lo que fluye del certificado de antecedentes judiciales y de la hoja 
carcelaria (fojas doscientos cuatro y cuatrocientos treinta y cinco] la cual no 
indica la fecha de la sentencia ni las demás penas impuestas. pues el tipo 
legal de tráfico ilícito de drogas, tiene penas principales de multa y. en su 
caso. de inhabilitación. 
/\1 no tener a la vista el boletín de condenas o la copia certificada del fallo en 
cuestión, que el Tribunal de Juicio solicitó en el acto oral [fojas seiscientos 
dieciocho]. se efectuó una revocatoria apresurada. El artículo 60º del Código 
Penal exige la revocatoria en esos casos. de suerte que en ejecución de 
sentencia ha de promoverse un incidente de ejecución ante el Juez 
competente para determinar el cumplimiento de sus supuestos y. de ser el 
caso, a revocar la condicionalídad y. luego, a sumarlas a las que corresponde 
a este delito. 
Se ha incurrido, pues. en la causal de nulidad insubsanablc prevista en el 
artículo 298° numeral l del Código de Procedimientos Penales. 

SEXTO. Que la parte civil introduce dos pretensiones, la primera vinculada al 
tipo legal objeto de condena y la segunda al quantllm de la reparación civil. 
Respecto a lo primero no es un punto respecto del cual está legitimada 
porque no se trata del objeto civil. único ámbito en el que puede actuar. En 

� lo atinente al segundo punto el Tribunal Superior fijó la máxima reparación 
fl \ civil fijada por el Fiscal y la Procuraduría recurrente no introdujo en el 

tiempo y forma respectiva, conforme al artículo 227º del Código de 
Procedimientos Penales, su pre!.!nsión alternativa -se planteó al inicio del 
juicio oral, no tres días antes de la audiencia-. por lo que tampoco tiene 
legitimidad para lograr la elevación de la reparación civil. la cual seguirá 
siendo solidaria al amparo del artículo 95 º del Código Penal. 

SÉPTIMO. Que, en cuanto a la pretensión de anulación de la Procuraduría, si 
bien la conformidad se planteó con posterioridad al primer momento en que 
se emplazó a la imputada [acta de fojas seiscientos veinte], es de acotar que 
ésta al designar un abogado de confianza planteó inmediatamente acogerse a 
la conformidad procesal [tercera sesión de audiencia, acta de fojas 

v

cientos treinta y tres], en un mo,
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al período probatorio del juicio, por lo que al ser aceptada a fojas seiscientos 
treinta y cinco no se afectó gravemente el normal desarrollo del mismo, ni se 
quebró el trato equitativo a las partes acusadas y acusadoras, menos se 
menguó la garantía de defensa procesal. 

DECISIÓN 

Por estas razones: de confonnidad en parte con el dictamen del señor Fiscal 
Supremo en lo penal: l. Declararon NO HABER NULIDAD en la sentencia 
de fojas seiscientos treinta y ocho, del dieciocho de julio de dos mil trece. en 
cuanto condenando a MIRTHA A Y0SA SALAS como autora del delito de 
tráfico ilícito de drogas, previsto y sancionado en el artículo 296º, párrafo 
segundo, del Código Penal, en agravio del Estado, le impuso cinco años de 
pena privativa de libertad; con lo demás que al respecto contiene y es materia 
del recurso; y fijó en dos mil nuevos soles el monto de la reparación civil 
que solidariamente abonará a favor del Estado. 2. Declararon NULA en la 
parte que revocó la eondicionalidad de la pena privativa de libertad impuesta 
en otro proceso; con lo demás que sobre el particular contiene; y, 
determinando el procedimiento correcto: ESTABLECIERON que, como 
incidente de ejecución, el juez competente, recabe la sentencia respectiva o 
el boletín de condenas y, previo trámite contradictorio, dicte la decisión 
correspondiente teniendo como base el artículo 60° del Código Penal. 3. 
DISPUSIERON se remita los autos al Tribunal de origen para que el órgano 
jurisdiccional respectivo proceda a la ejecu��n procesal de la condena. 
Hágase saber a las partes personadas en esta s�e suprema. Intervienen los 
señores jueces Segundo Morales Parraguez y L is Alberto Cevallos Vegas 
por licencia de los señores jueces supremos Dube · · ucz Ti neo Jorge 
Luis Salas Arenas, respectivamente. 
S.s.

SAN MARTÍN CASTRO 

PRADO SALDARRIAGA 

PRÍNCIPE TRUJlLLO 1//
-1

CEV ALLOS VEGA 

CSM/pjmn 

2 3 ltll ?nu. 

SE PUBLICO CONFORME A LEY 

--------��-----Diny Yuria11ieva Clzáucz Veramendi 
Secretaria (e) 

Sala Penal Tramútoria 
CORTE SUPREMA 



1/12/22, 11:19 01837-2011-HC

https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2011/01837-2011-HC.html 2/5

EXP. Nº 01837-2011-PHC/TC
LIMA
CHARLIE HARDS PANDO VILLAR
Y OTRO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 18 días del mes de agosto de 2011, la Sala Primera del Tribunal Constitucional
integrada por los magistrados Álvarez Miranda, Beaumont Callirgos y Calle Hayen,
pronuncia la siguiente
sentencia

ASUNTO

      Recurso de agravio constitucional interpuesto
por doña Rosa Flor Correa Azañero a favor de don
Charlie Hards Pando Villar y don
Orlando Nilo Pando Azañero, contra la resolución de la Sala Penal con
Reos en
Cárcel de Vacaciones de la
Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 94, su fecha 15
de febrero
de 2011, que declaró improcedente la demanda

ANTECEDENTES

Con
fecha 14 de octubre de 2010 la recurrente interpone demanda de hábeas corpus
contra el Juez del
Primer Juzgado Penal de Cajamarca, don Daniel Holguín Morán,
y los jueces integrantes de la
Segunda Sala
Especializada Penal Liquidadora de la Corte Superior de
Justicia de Cajamarca, señores Alvarado Palacios y
Vásquez Molocho. Alega la vulneración
de los derechos a la libertad personal, al debido proceso, a la tutela
jurisdiccional efectiva y de los principios de razonabilidad y
proporcionalidad.

Manifiesta
 la recurrente que los favorecidos fueron sentenciados el 23 de octubre de 2008
 por el
delito contra la vida cuerpo y la salud (lesiones leves), a dos años de
pena privativa de libertad suspendida
bajo reglas de conducta y al pago de dos
mil soles por concepto de reparación civil al agraviado. Señala que
elevados
 los actuados con recurso de apelación, la Segunda Sala
Especializada en lo Penal de Cajamarca
confirmó la pena, revocándola en el
extremo referido al monto de la reparación civil en cinco mil nuevos
soles; que
devueltos los autos, el juez emplazado dispuso prorrogar el periodo de prueba al
22 de abril del
2010.

La
recurrente cuestiona la Resolución
Nº 54, expedida por los 
jueces integrantes de la
Segunda Sala
Especializada Penal Liquidadora de la Corte Superior de
Justicia de Cajamarca, que confirma la Resolución
Nº 47, expedida el 20 de julio del
2009, que revoca la suspensión de la pena interpuesta a los beneficiarios;
la
hace efectiva por el incumplimiento del pago total del monto de la reparación
civil impuesta y dispone la
inmediata ubicación y captura. También cuestiona la Resolución Nº 59, de
fecha 11 de junio de 2010, que
dispuso el ingreso al establecimiento
penitenciario del beneficiario Pando Villar. Alega la vulneración de los
derechos invocados al haberse emitido las resoluciones indicadas antes de que
venciera el nuevo período de
prueba.

El
Cuadragésimo Sexto Juzgado Penal de Lima, con fecha 18 de octubre del 2010,
declara de plano
improcedente la demanda, al considerar
que los hechos y el petitorio de la demanda no están referidos al
contenido
constitucionalmente protegido por el hábeas corpus.

La Sala Penal con Reos en Cárcel de Vacaciones de la Corte Superior de
Justicia de Lima confirma la
apelada, manifestando que los magistrados emplazados actuaron conforme al Código Penal de
1991 y a las
normas procesales de la materia, no habiendo generado amenaza o
 peligro contra derecho constitucional
alguno por cuanto no se ha acreditado la
existencia de actos arbitrarios, irregulares o violatorios del debido
proceso
que hayan transgredido el derecho a la libertad personal de los
favorecidos. 
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FUNDAMENTOS

1. El
objeto de la demanda es que se declare la nulidad de las siguientes resoluciones
 expedidas en el
proceso que se les siguió a los favorecidos por la comisión del
delito contra la vida, el cuerpo y la salud
en la modalidad de lesiones leves
en agravio de Toni Mendo Mines (Expediente Nº 439-2007); Nº 47, de
fecha 20 de
 julio del 2009, que resuelve revocar la pena impuesta de los demandantes de dos
años de
pena privativa de libertad suspendida a efectiva; Nº 54, de fecha 23 de
noviembre de 2009, que confirma
la sentencia, y Nº 59, de fecha 11 de junio del
2010, que dispone el ingreso del favorecido Charlie Hards
Pando Villar al establecimiento
penitenciario.

2. La Constitución
establece expresamente en el artículo 200º, inciso 1, que el proceso de hábeas corpus
protege tanto la
libertad individual como los derechos conexos a ella; no obstante, no cualquier
reclamo
que alegue afectación del derecho a la libertad individual o derechos
 conexos puede reputarse
efectivamente como tal y merecer tutela, pues para ello
es necesario analizar previamente si tales actos
denunciados vulneran el
 contenido constitucionalmente protegido del derecho tutelado por el hábeas
corpus.

3. De los actuados se aprecia que, mediante Resolución de fecha el 23 de octubre
de 2008, los demandantes
fueron
 condenados como autores del delito de lesiones leves en agravio de
 Toni Mendo Mines
(Expediente Nº 439-2007) a dos años de pena privativa de
 libertad suspendida y entre las reglas de
conducta se les impuso pagar el íntegro
de la reparación civil, ascendente a dos mil nuevos soles. Esta
resolución  fue
confirmada mediante la resolución expedida por la Sala Penal
emplazada el 7 de enero
del 2009, revocándose sólo el extremo relativo a que el
 monto sería de cinco mil nuevos soles;
posteriormente, habiendo sido
 apercibidos del incumplimiento del pago de la reparación civil, se

prorrogó el
 periodo de suspensión de la pena hasta la mitad del plazo inicialmente fijado,
 teniéndose
como fecha de culminación el día 22 de abril del
2010. Consecuentemente, ante la negativa a depositar el
monto
 de la reparación civil, y habiéndose requerido conforme a ley, el juez
 competente, mediante
Resolución de fecha 20 de julio del
2009, revoca la pena impuesta a los demandantes; sentencia que es
confirmada el
23 de noviembre de 2009, por lo que el 11 de junio del 2010 se dispone el
ingreso en al
establecimiento penitenciario al favorecido Charlie Hards Pando Villar.

4. Según la normatividad penal vigente, el juez puede suspender
la ejecución de la pena por un período de
uno a tres años, siempre que se
cumplan determinados requisitos, pero, en cualquier caso, su vigencia
estará
 condicionada al cumplimiento de la reglas de conducta que necesariamente habrán
 de estar
expresamente establecidas en la sentencia condenatoria. Sin embargo,
 el artículo 59 del Código Penal
señala que si durante el período de suspensión el condenado no cumpliera con las reglas
 de conducta
impuestas o fuera condenado por otro delito, el
juez podrá, según los casos: 1) amonestar al infractor; 2)
prorrogar el período de suspensión hasta la mitad del plazo
 inicialmente fijado, o 3)
 revocar la
suspensión de la pena. Por tanto, es
facultad legal del juzgador el adoptar cualquiera de estas medidas
ante un
eventual incumplimiento de las normas de conducta fijadas.

5. Al respecto, este Tribunal ha señalado que la
 reparación civil impuesta en la sentencia condenatoria
constituye una condición
de la ejecución de la sanción penal, cuyo incumplimiento faculta al juez penal
a
que  pueda ordenar la efectividad de la privación (ver STC 9613-2005-PHC/TC, entre
otras).

6. En
 tal sentido, el órgano jurisdiccional penal puede optar por diversos mecanismos
 ante el
incumplimiento de las reglas de conducta impuestas en una condena, sin
 que pueda exigírsele la
aplicación de las dos primeras antes de imponer la
revocatoria; es decir, que dicha norma no
obliga al
juez a aplicar tales alternativas en forma sucesiva, sino que ante el
 incumplimiento de las reglas de
conducta impuestas, la suspensión de la
ejecución de la pena puede ser revocada sin necesidad de que
previamente sean
aplicadas las dos primeras alternativas.

7. En el presente caso, de las resoluciones
 cuestionadas –que revocaron la suspensión de la pena– se

observa que su fundamentación principal radica en el hecho de que los beneficiarios no han cumplido 
con el pago de la reparación civil impuesta pese a haber sido requeridos por el juzgado

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2006/09613-2005-HC.html
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8. Por
ello, es evidente que ante la conducta de los actores, los emplazados se
encontraban facultados para
revocar la suspensión de la pena privativa de libertad,
sin que pueda exigírsele la imposición de las dos
primeras sanciones.

9. Debe
precisarse que si bien la revocación de la suspensión de la pena no se
condiciona al cumplimiento
de ningún requisito de procedibilidad, conforme lo
ha expresado este Tribunal en la sentencia recaída en
el Exp. N.°
3165-2006-PHC/TC (Caso Edwin Quispe Huamán, fundamento 2), al señalar que: “(...)
ante
el referido incumplimiento de las reglas de conducta, la suspensión de la
ejecución de la pena puede ser
revocada sin necesidad de que previamente se
notifiquen las amonestaciones”, por lo que bastaría que se
configuraran los
 hechos previstos en la norma (es decir, la falta del cumplimiento de las reglas
 de
conducta o la condena por la comisión de otro delito) para proceder a la
revocación, en el presente caso
el Juez emplazado, antes de proceder a la
 revocación, primero requirió a los beneficiarios, mediante
resolución de fecha
18 de marzo 2009 (fojas 38), la cancelación del monto total de la reparación
civil
pese a lo cual mantuvieron su conducta de incumplimiento y luego dispuso
 prolongar el periodo de
prueba (fojas 39).

10. En
 consecuencia, resulta de aplicación el artículo 2º, a contrario sensu, del Código Procesal
Constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal
 Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución
Política del
Perú

HA RESUELTO

Declarar
INFUNDADA la demanda porque no se ha acreditado la vulneración de los
derechos que invoca el
actor.

Publíquese y notifíquese.

SS.

ÁLVAREZ
MIRANDA
BEAUMONT
CALLIRGOS
CALLE HAYEN



EXP. N.° 02503-2009-PHC/TC

LAMBAYEQUE

SEGUNDO SEBASTIÁN

SANDOVAL MORENO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 7 días del mes de enero de 2010, la Sala Primera del Tribunal 

Constitucional, integrada por los Magistrados Landa Arroyo, Calle Hayen y Álvarez 

Miranda, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Jesús Alberto 

Arbañil  Castañeda, a favor de don Segundo Sebastián Sandoval Moreno, contra la sentencia 

expedida por la Sala Especializada en Derecho Constitucional de la Corte Superior de 

Justicia de Lambayeque, de fojas 386, su fecha 2 de marzo de 2009, que declaró infundada la 

demanda de autos 

ANTECEDENTES 

Don Segundo Sebastián Sandoval Moreno interpone demanda de hábeas corpus y la 

dirige contra el Segundo Juzgado Penal de la Provincia de Lambayeque y contra la 

Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque. Cuestiona la revocatoria 

de la condicionalidad de la pena respecto de la condena impuesta por delito de lesiones 

graves. Alega que la resolución de fecha 10 de octubre de 2007 (que amonesta por no cumplir 

la regla de conducta de no variar de domicilio) no ha sido debidamente notificada en su 

domicilio, sito en calle Panamericana sin número, distrito de Íllimo y que ha quedado 

demostrado con las instrumentales que se adjunta a la demanda que no varió su domicilio 

real, como lo dice la resolución s/n de fecha 10 de octubre de 2007. Alega, además, que la 

apelación contra la resolución de fecha 8 de agosto de 2008  ha sido interpuesta por su 

abogada falsificando su firma.  

Realizada la investigación sumaria, los señores Collazos Salazar y Meza Hurtado, 

integrantes de la Sala Penal emplazada, manifiestan de manera uniforme que la demanda 

carece de fundamentos, puesto que pretende atribuir a la abogada del accionante la 

responsabilidad de la apelación, por lo que no se advierte cuál sería la afectación concreta. 

Por su parte, la juez del Juzgado emplazado refiere que le fue revocada al accionante la 

condicionalidad de la pena por cuanto incumplió ciertas  reglas de conducta, tales como el 

reparar el daño ocasionado por el delito y no variar de domicilio sin autorización escrita del 

juez de la causa, pues ya no residía en la dirección domiciliaria dada en su declaración 

instructiva, tal como consta de los oficios de devolución, certificaciones , notificaciones y 

acta de notificación que obran a folios 71, 92, 114, 140, 148, 172, 188.     

El Primer Juzgado Penal de Lambayeque, con fecha 16 de enero de 2009, a fojas 334, 

declaró improcedente la demanda de hábeas corpus por considerar que de un análisis de 

autos, se ha determinado que la causa ha sido seguida con observancia de las normas 

procesales que rigen el debido proceso.   



La Sala Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque revocó la 

resolución apelada, y reformándola, la declaró infundada por considerar que de autos consta 

que el procesado no ha podido ser ubicado en su domicilio, y que los vecinos refieren que se 

ha mudado a la ciudad de Mochumí, lo que implica un incumplimiento de una regla de 

conducta impuesta.    

FUNDAMENTOS 

1. El demandante cuestiona la revocatoria de la suspensión de la pena por cuanto no se

habría notificado el apercibimiento de cumplir con las reglas de conducta en su domicilio

real. Alega también que ha quedado demostrado que no ha incumplido con la prohibición

de variar de domicilio sin autorización del juzgado y que la apelación contra la resolución

que en primera instancia fue interpuesta únicamente por su abogada falsificando su

firma.

2.  Respecto de lo alegado en el sentido de que no fue su intención el impugnar la resolución

que revoca la condicionalidad de la pena, cabe señalar que, conforme al artículo 4 del

Código Procesal Constitucional, constituye un requisito de procedibilidad para el hábeas

corpus contra resolución judicial la firmeza de la resolución cuestionada. Por lo tanto, de

ser cierto lo afirmado por el demandante en el sentido de que no tuvo intención de apelar

dicha resolución, la presente demanda tendría que ser declarada improcedente. Sin

embargo, como quiera que lo afirmado por el recurrente no produce plena convicción en

este colegiado, se procederá a tenor de lo previsto en el artículo III del Título Preliminar

del Código Procesal Constitucional, según el cual “Cuando en un proceso constitucional

se presente una duda razonable respecto de si el proceso debe declararse concluido, el

Juez y el Tribunal Constitucional declararán su continuación”, por lo que este colegiado

procederá a emitir resolución de fondo.

3. En cuanto a la cuestionada revocatoria de la pena suspendida por efectiva, sin que el

accionante haya sido requerido previamente y de manera válida para el cumplimiento del

pago de la reparación civil, cabe señalar que el artículo 59 del Código Penal establece lo

siguiente:

Artículo 59. Si durante el período de suspensión el condenado no cumpliera con las reglas 

de conducta impuestas o fuera condenado por otro delito, el Juez podrá, según los casos:

1. Amonestar al infractor

2. Prorrogar el período de suspensión hasta la mitad del plazo inicialmente fijado. En

ningún caso la prórroga acumulada excederá de tres años.

3. Revocar la suspensión de la pena.

4. En consecuencia, el órgano jurisdiccional penal puede optar por diversos  mecanismos

ante el incumplimiento de las reglas de conducta impuestas en una  condena, de acuerdo

a las atribuciones conferidas por la Constitución y la ley.

5. Es por ello que de acuerdo a la norma glosada, la aplicación de dichas medidas,

que  incluyen la revocación de la condicionalidad de la pena, no requiere de ningún



requisito de procedibilidad previo, por lo que bastaría que se configuraran los hechos 

previstos en la norma (es decir, la falta del cumplimiento de las reglas de conducta o la 

condena por la comisión de otro delito) para proceder a la revocación. En otros términos, 

el órgano jurisdiccional no se encuentra obligado de apercibir al sujeto inculpado que 

incumpla las reglas de conducta o que haya sido condenado nuevamente para imponer 

las medidas previstas en el mencionado artículo 59 del Código Penal. A mayor 

abundamiento, cabe precisar que este mismo criterio ha sido sostenido por este Tribunal 

en la sentencia recaída en el Exp. N° 3165-2006-PHC/TC (Caso Edwin Quispe Huamán, 

fundamento 2), al señalar que: “(...) ante el referido incumplimiento de las reglas de 

conducta, la suspensión de la ejecución de la pena puede ser revocada sin necesidad de 

que previamente se notifiquen las amonestaciones” y en la sentencia recaída en el 

expediente Nº 2111-2008-PHC/TC (Silvia Beatriz Guerrero Soto). 

6.  Por tanto, si bien en el caso de autos se funda el cuestionamiento a la revocatoria de la

condicionalidad de la pena en que el apercibimiento no fue notificado válidamente, lo

cierto es que la referida revocatoria se basó en el incumplimiento   de las reglas de

conducta impuestas lo que también habilitaba la revocatoria de la suspensión de la

ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta.

7. No obstante lo afirmado en el párrafo anterior, conforme se observa del cuaderno

acompañado al expediente principal, con las copias del expediente penal, la resolución

que disponía apercibir al accionante para que cumpla las reglas de conducta impuestas

no pudo ser notificada en el domicilio señalado por el propio accionante, sito en calle

Panamericana s/n, distrito de Íllimo, por cuanto no pudo ser ubicado en dicho lugar, tal

como consta de la certificación expedida por el Teniente Gobernador del Cercado de

Íllimo, de fecha 17 de abril de 2007, así como la devolución del exhorto, a fojas 140, de

fecha 24 de agosto cursada por el Juez de Paz de Primera Denominación de Íllimo, así

como la constancia de fecha 7 de septiembre de 2007, a fojas 148.

8.  Por tanto, concluimos que los apercibimientos habrían sido debidamente notificados al

domicilio indicado por el recurrente y que, en su caso, la revocatoria de la suspensión de

la ejecución de la pena privativa de liberad se basó en el incumplimiento de las reglas de

conducta, por lo que la demanda debe ser desestimada.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le

confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

Declarar INFUNDADA la demanda 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

LANDA ARROYO 

CALLE HAYEN 



ÁLVAREZ MIRANDA 


